
Denegación de pensión de alimentos al hijo mayor de edad por ausencia de relación paterno 

filial 

La obligación de alimentos a los hijos menores de edad exige analizar las necesidades 

de los hijos, en sus concretas circunstancias, y «excluyen otros parámetros para la 

valoración, como pudiera ser la posición de los padres». De aquí que los progenitores 

deban prestar alimentos a los hijos conforme a sus necesidades mínimas en cada 

concreto momento, por cuanto es un «deber impuesto por norma jurídica expresa y que 

alcanza relevancia constitucional» ( artículo 39 de la Constitución Española ). 

 

Así la STS 55/2015, de 12 de febrero (Rec. 2899/2013), recuerda con relación a los 

hijos menores que “De inicio se ha de partir de la obligación legal que pesa sobre los 

progenitores, que está basada en un principio de solidaridad familiar y que tiene un 

fundamento constitucional en el artículo 39.1 y 3 CE , y que es de la de mayor 

contenido ético del ordenamiento jurídico ( SSTS de 5 de octubre de 1993 y 8 de 

noviembre de 2013 ). De 

ahí, que se predique un tratamiento jurídico diferente según sean los hijos menores de 

edad, o no, pues al ser menores más que una obligación propiamente alimenticia lo que 

existen son deberes insoslayables inherentes a la filiación, que resultan incondicionales 

de inicio con independencia de la mayor o menor dificultad que se tenga para darle 

cumplimiento o del grado de reprochabilidad en su falta de atención”. 

 

Lo que hay que valorar es si los hijos mayores de edad pero aun no independientes 

económicamente se equiparan a los hijos menores, de forma que un padre «no puede 

escudarse en sus pocos ingresos, en el aumento de gastos o, incluso, en la situación de 

paro, para no dar alimentos suficientes dentro de un mínimo decoroso de subsistencia, y 

más, 

cuando al no darse la convivencia diaria con ellos, está desplazando en exclusiva esa 

obligación a la madre que necesariamente tendrá que dar de comer a los hijos». 

 

STS 558/2016, de 21 de septiembre (Rec. 3153/2015): “El derecho de alimentos del 

hijo mayor de edad continuado o sobrevenido a la extinción de la patria potestad 

conforme al artículo 93.2 del Código Civil se apoya fundamentalmente en lo que la 

doctrina civilista ha denominado «principio de solidaridad familiar» que, a su vez, debe 

ponerse en relación con la actitud personal de quien se considera necesitado ( art. 152 

C.C ); y de este modo, se concluye que el contenido de la obligación de prestar 

alimentos respecto de los hijos mayores de edad se integra sólo por las situaciones 

de verdadera necesidad y no meramente asimiladas a las de los hijos menores. 

Por ello en tales supuestos el juez fijará los alimentos que sean debidos conforme a los 

artículos 142 y siguientes del código civil ( STS de 19 enero 2015, Rc. 1972/2013)». 

 

Muchas veces nos encontramos ante la situación del hijo que no quiere tener ninguna 

relación con su padre, pero éste sentimiento rara vez se asocia al de renunciar a los 

alimentos que el padre tiene que aportar a los hijos mayores pero dependientes 

económicamente. 

Ante la ausencia de expectativas económicas actuales de los jóvenes no es ésta una 

situación de fácil solución porque no es raro encontrarse con personas de más de 25 

años, formadas o no académicamente, que no tiene fácil acceso al mercado laboral. Los 



hijos viven con un progenitor que si se ve privado de la aportación económica del otro 

para la subsistencia del descendiente, tendrá que asumir por completo esa carga. 

No hay que olvidar en este caso el derecho que tendrá ya el hijo para reclamar por si 

mismo alimentos a sus padres. 

En este caso vamos a estudiar fundamentalmente las causas que pueden determinar que 

un hijo mayor de edad sin autonomía económica pueda verse privado del derecho de 

alimentos en un procedimiento de familia: 

1º.- Por estar capacitado para el trabajo: STS 184/2001, de 1 de marzo: (Rec. 

46/1996): el supuesto de hecho se refiere a dos hijas de 29 y 26 años, ambas licenciadas: 

“Ahora bien la obligación alimentaria, supone la existencia de dos partes, una acreedora 

que ha de reunir, aunque sea hipotéticamente la condición de necesitado, y otra deudora 

que ha de tener los medios y bienes suficientes para atender la deuda. 

Pues bien, teniendo además en cuenta, que a tenor de lo dispuesto en el artículo 3-1 del 

Código Civil, que determina que las normas se interpretarán atendiendo a la realidad 

social del tiempo en que han de ser aplicadas; no cabe la menor duda que no hay base 

suficiente para que siga vigente tal obligación alimenticia. 

Se dice lo anterior porque dos personas, graduadas universitariamente, con plena 

capacidad física y mental y que superan los treinta años de edad; no se encuentran, hoy 

por hoy, y dentro de una sociedad moderna y de oportunidades, en una situación que se 

pueda definir de necesidad, que les pueda hacer acreedores a una prestación alimentaria; 

lo contrario sería favorecer una situación pasiva de lucha por la vida, que podría llegar a 

suponer un "parasitismo social". 

 

   2º.- Por carencia de solvencia económica del obligado a dar los alimentos: STS 

703/2014, de 19 de enero de 2015: “Tras establecer el artículo 146 que la cuantía de 

esos alimentos se fijará en proporción al caudal o medios de quien los da y a las 

necesidades de quien los recibe, lo que ya podría constituir un sólido apoyo para la 

estimación del recurso, el artículo 152 dispone que la obligación de dar alimentos cesará 

«cuando la fortuna del obligado a darlos se hubiere reducido hasta el punto de no poder 

satisfacerlos sin desatender sus propias necesidades [...]». 

4. Y esto es lo que sucede en el caso del recurrente … encontrándose actualmente sin 

ningún tipo de trabajo … constando que el recurrente no puede pagar la pensión a 

favor de su hijo Leoncio , ya mayor de edad, procede, en aplicación de lo dispuesto 

por el artículo 152 del Código Civil , declarar cesado el deber de hacerlo”. 

 

Una variante de esta situación es la del supuesto en que la madre puede proporcionar  

trabajo al hijo STS 558/2016, de 21 de septiembre (Rec. 3153/2015): “Tal 

circunstancia entiende la sala que es relevante para estimar el motivo del recurso de 

casación, pues no se puede olvidar que quien postula alimentos para el hijo es la madre, 

al amparo del artículo 93 CC , y carece de 

sentido y no es razonable que aduzca la dificultad del mismo para acceder a un empleo 

cuando precisamente ella tenía en su mano facilitárselo. Siendo ello así no puede 

accederse al derecho de alimentos solicitado por la madre para el hijo. 

 



3º.- Por desafección: STS 104/2019, de 19 de febrero,  (Rec. 1434/2018) La cesación 

de obligación de pago de alimentos a hijo mayor de edad se solicita, entre otras causas, 

por la nula relación personal de los alimentistas con el alimentante, y para analizar si 

esta causa, no expresamente prevista en la regulación de los alimentos como motivo de 

denegación, pueda progresar. Para ello se procede al estudio de las causas de 

desheredación y de revocación de donación como causa de ingratitud.   

La sentencia de primera instancia razonó lo siguiente: consideró una alteración de 

circunstancias que los hijos hubieran dejado de tener relación con el padre para, en 

aplicación de los arts. 90 y 91 CC y 775 LEC, considerar que procedía eliminar la 

pensión compensatoria, y evitar de esa manera el enriquecimiento injusto de los hijos: 

“"La nula relación personal de los alimentos con el alimentante y la absoluta 

desafección entre los hijos y el padre que se expone como tercera causa para el cese del 

deber de prestar alimentos ha de recibir un tratamiento distinto al de los dos motivos 

anteriores ya que si bien es cierto que la ausencia de relaciones 

paternofiliales no se contempla expresamente como motivo tasado en el art. 152 del 

Código Civil ni en otro precepto para dar por extinguida la obligación alimenticia, no lo 

es menos que las "circunstancias" a las que se refieren los arts. 90 y 91 del Código Civil 

y el art. 775 de la Ley de Enjuiciamiento Civil pueden ser diversas y de distinta 

naturaleza, sin que de ningún modo constituyan "númerus clausus". 

"Establecido lo anterior, ha de tenerse por acreditado el total desapego hacia el padre 

que exteriorizan los hijos y que han manifestado sin ambages al ser interrogados en 

calidad de testigos. .. Abstracción hecha de si la reiterada e ininterrumpida carencia de 

relaciones afectivas y de comunicación es achacable al padre o a los hijos, aspecto éste 

que es irrelevante en este momento dada la mayoría de edad de éstos, ha de tenerse 

presente que aunque los padres tienen una obligación moral con sus hijos para ayudarles 

a lo largo de su vida como estimen conveniente, dicho deber queda constreñido al 

ámbito de la conciencia y la 

ética de cada persona, siendo, en todo caso, recíproca para los ascendientes y 

descendientes la obligación de darse alimentos en toda la extensión si se impusiera 

judicialmente al amparo de lo previsto en el art, 143 del Código Civil . Por ello, siendo 

la negativa a relacionarse con el padre una decisión libre que parte de los hijos mayores 

de edad y habiéndose consolidado tal situación de hecho en virtud de la cual el padre ha 

de asumir el pago de unos alimentos sin frecuentar el trato con los beneficiarios ni 

conocer la evolución de sus estudios, se 

considera impropio que subsista la pensión a favor de los alimentistas por cuanto que se 

estaría propiciando una suerte de enriquecimiento injusto a costa de un padre al que han 

alejado de sus vidas. 

"En definitiva, la mayoría de edad de los hijos y su manifiesto y continuado rechazo a 

su padre puede y debe calificarse como una alteración de las circunstancias de 

verdadera trascendencia por sus repercusiones en el ámbito personal de los implicados, 

siendo además una situación duradera y no coyuntura) o transitoria, que puede ser 

imputable a los alimentistas, sin que ello reste responsabilidades al padre por su falta de 

habilidades, y que ha acaecido con posterioridad al momento en que se adoptó la 

medida cuya modificación se pretende." 

 

En segunda instancia se confirma la sentencia con los siguientes argumentos: "En el 

presente caso de autos dada la mayoría de edad de los hijos, dada la nula relación 

afectiva, continuada y consolidada en el tiempo entre el progenitor no custodio y los 

hijos; la negativa de éstos de relacionarse con su padre como así pusieron de manifiesto, 



decisión libre, querida y voluntaria; todo ello debe considerarse como una alteración y 

modificación sustancial de las circunstancias y de verdadera repercusión al ámbito 

personal de los implicados y de carácter permanente, que justifica que dentro del 

procedimiento matrimonial se deje sin efecto el deber de contribución del progenitor no 

custodio, al amparo del artículo 91 in fine en relación con 

los artículos 93 , 152 del C.Civil y extensible al apartado 4 de dicho artículo”. 

 

El Tribunal Supremo fija el problema a resolver: “Se identifica el problema, a 

saber si la negativa de hijos mayores de edad a relacionarse con el progenitor 

alimentante es causa de extinción de la pensión alimenticia”. 

 

Y de esta manera procede a construir la argumentación judicial que puede servir de base 

a esta denegación de alimentos: “La sentencia de apelación, que es la que aquí se 

recurre, aunque con motivación más breve, si es la que se acerca normativamente a la 

cuestión. 

Cita el art. 152 CC , y en concreto el apartado 4 de dicho artículo. 

3.- El art. 152. 4.º CC dispone que cesará la obligación de dar alimentos "cuando el 

alimentista, sea o no heredero forzoso, hubiese cometido alguna falta de las que dan 

lugar a desheredación". 

Este precepto hay que ponerlo en relación con el art. 853 CC , que prevé que serán 

también justas causas para desheredar a los hijos y descendientes, además de las 

señaladas en el art. 756 con los números 2.º, 3.º, 5.º, y 6.º, los siguientes: "2.ª Haberle 

maltratado de obra o injuriado gravemente de palabra"… El punto de inflexión se sitúa 

en la sentencia 258/2014, de 3 de junio , que califica el maltrato psicológico como justa 

causa de desheredación… 

Desestimó el motivo del recurso razonando que "aunque las causas de desheredación 

sean únicamente las que expresamente señala la ley ( artículo 848 del Código Civil ) y 

ello suponga su enumeración taxativa, sin posibilidad de analogía, ni de interpretación 

extensiva; no obstante, esto no significa que la interpretación o valoración de la concreta 

causa, previamente admitida por la ley, deba ser expresada con un criterio rígido o 

sumamente restrictivo. Esto es lo que ocurre con los malos tratos o injurias graves de 

palabra como causas justificadas de desheredación, ( artículo 853.2 del Código Civil ), 

que, de acuerdo con su naturaleza, deben ser objeto de una interpretación flexible 

conforme a la realidad social, al signo cultural y a los valores del momento en que se 

producen. 

Así mismo afloran estos dos planos en la sentencia 422/2015, de 20 de julio de 2017, 

que conoció de un supuesto de revocación de donación por ingratitud. 

Fija como doctrina jurisprudencial de la sala que "el maltrato, de obra o psicológico, por 

parte del donatario hacia el donante queda calificado como un hecho integrado en la 

causa de ingratitud contemplada en el artículo 648.1 del Código Civil (si el donatario 

cometiera algun delito contra la persona, honor o los bienes del donante ". 

Para llegar a dicha interpretación y formación de doctrina jurisprudencial sienta su 

fundamentación en los siguientes pilares: 

(i) En que la doctrina jurisprudencial de esta Sala, SSTS de 3 de junio de 2014 (núm. 

258/2014 ) y de 30 de enero de 2015 (núm. 59/2015 ) la interpretación sistemática del 

artículo 648.1 del Código Civil , en cuanto al maltrato de obra o psicológico se refiere, 

debe realizarse conforme a las siguientes directrices o criterios de interpretación. En 

primer lugar, y en orden a la caracterización de la figura, debe precisarse que aunque las 

causas de revocación de la donación sean únicamente las que expresamente contempla 



la norma ( artículo 648 del Código Civil ), y ello suponga su enumeración taxativa, sin 

posibilidad de aplicación analógica, ni de 

interpretación extensiva; no obstante, esto no significa que los elementos conceptuales 

contemplados por la norma, deban ser, asimismo, objeto de interpretación rígida o 

sumamente restrictiva. 

En segundo lugar, y en la línea de lo anteriormente expuesto, debe señalarse que la 

doctrina jurisprudencial de esta Sala a propósito del contenido y alcance del artículo 

648.1 del Código Civil , entre otras, STS de 18 de diciembre de 2012 (núm. 747/2012 ), 

ya ha destacado la interpretación flexible que cabe realizar de este precepto tanto 

respecto a la falta de precisión técnica con la que se refiere al concepto de delito y a los 

concretos derechos o bienes protegidos ("persona, honra y otros bienes"), por lo que el 

precepto debe interpretarse, en sentido laxo, con relación a todo posible delito por el que 

pudiera resultar ofendido el donante 

en su gratitud, como a la innecesariedad que, a tales efectos, se haya producido 

previamente una sentencia penal condenatoria, ni tan siquiera que el procedimiento 

penal se haya iniciado; bastando la existencia de una conducta del donatario socialmente 

reprobable, que revistiendo caracteres delictivos, aunque no estén formalmente 

declarados como tales, resulte ofensiva para el donante. 

Por último, y en tercer lugar, debe concluirse que, de acuerdo con los criterios 

interpretativos de la realidad social del momento de aplicación de la norma y su propia 

finalidad, el maltrato de obra o psicológico realizado por el donatario debe quedar 

reflejado como un hecho integrado en la causa de ingratitud del artículo 648.1 del 

Código Civil . 

(ii) En el marco interpretativo expuesto, no cabe duda de que en la actualidad el 

maltrato de obra o psicológico del donatario, como conducta socialmente reprobable, 

reviste o proyecta caracteres delictivos que resultan necesariamente ofensivos para el 

donante. Del mismo modo que su comisión atenta a los más elementales deberes de 

consideración y gratitud hacia el donante, dotando de fundamento a la revocación de la 

donación por ingratitud como sanción impuesta a los donatarios que infringen dicho 

deber básico de consideración hacia el donante”. 

 

6.- Con tal exordio alcanzamos el núcleo del debate, a saber, si la conducta que 

tenga un hijo mayor de edad hacia su progenitor puede, en función de su 

intensidad, amparar que se extinga la pensión alimenticia que recibe de él o ha de 

seguir manteniéndose ésta. 

 

Si la causa es una de las previstas para la desheredación no cabe la menor duda de que 

así sea, por aplicación del art. 152.4.º CC , en relación con el art. 853...2.º CC . 

Pero la interrogante, a efectos de cese de la obligación alimenticia, es si también aquí se 

podría acudir a una interpretación flexible de las causas de desheredación conforme a la 

realidad social. 

 

7.- El CC Cat. ( arts. 237-13) prevé como el Código Civil que la obligación de prestar 

alimentos se extingue por el hecho de que el alimentado incurra en alguna causa de 

desheredación. 

Lo que sucede es que, como hemos expuesto anteriormente, entre las causas de 

esheredación contempla (arts. 451-17 e) "La ausencia manifiesta y continuada de 

relación familiar entre el causante y el legitimario, si es por una causa exclusivamente 

imputable al legitimario". 

Causa ésta que el Código Civil no recoge. 



 

8.- Para decidir si tal circunstancia, en su esencia se podría integrar en el art. 853 

del Código Civil , por vía de interpretación flexible de la causa 2.ª (haber 

maltratado de obra o injuriado gravemente de palabra), es de interés lo sostenido 

por la sala sobre la fundamentación del derecho de alimentos…. Como algún tribunal 

provincial ha afirmado "cuando la solidaridad intergeneracional ha desaparecido por 

haber incurrido el legitimario en alguna de las conductas reprobables previstas en la ley 

es lícita su privación. No 

resultaría equitativo que quien renuncia a las relaciones familiares y al respaldo y ayuda 

de todo tipo que éstas comportan, pueda verse beneficiado después por una institución 

jurídica que encuentra su fundamento, precisamente, en los vínculos parentales". 

Esta argumentación, que se hace al aplicar la normativa del CC Cat., es perfectamente 

extrapolable al derecho común, en la interpretación flexible de la causa de extinción de 

pensión alimenticia que propugnamos, porque la solidaridad familiar e intergeneracional 

es la que late como fundamento de la pensión a favor de los hijos mayores de edad, 

según la doctrina de la sala ya mencionada. 

 

… 9.- Ahora bien, admitida esta causa, por vía de interpretación flexible de las causas 

de desheredación, a efectos de extinción de la pensión alimenticia, entraría en 

consideración el segundo plano a que hacíamos mención. 

Sería de interpretación rigurosa y restrictiva valorar la concurrencia y prueba de la 

causa, esto es, la falta de relación manifiesta y que esa falta sea imputable, de forma 

principal y relevante al hijo…mantenemos que sí es relevante, pues para apreciar esa 

causa de extinción de la pensión ha de aparecer probado que la falta de relación 

manifiesta entre padre e hijos, sobre la que no existe duda, era, de modo principal y 

relevante, imputable a éstos…  

Se colige de esto último que esa falta de relación no es imputable a los hijos, con la 

caracterización de principal, relevante e intensa, a que hemos hecho mención. 

Si la interpretación, según lo ya reiterado, ha de ser restrictiva y la prueba rigurosa, no 

puede apreciarse que concurra causa de extinción de la pensión alimenticia. 

 


